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Juan Diego Montenegro Timón
Introducción
La facultad disciplinaria del empleador encuentra su fundamento jurídico en el 
elemento de subordinación, propio de las relaciones laborales, y en el correspon-
diente deber de obediencia impuesto al trabajador en el desarrollo de su labor, 
teniendo como finalidad el mantenimiento del orden en la empresa y la disciplina 
en el trabajo.
En el ámbito de las relaciones laborales, el ordenamiento jurídico colombiano 
impone determinadas limitaciones a la forma como el empleador puede dar por 
terminado, con justa causa, el contrato de trabajo, sometiendo dicha facultad no 
solo a las causales que puede este alegar, sino además a la forma en que se debe 
llevar a cabo el despido.
A su vez, de conformidad con lo establecido en el artículo 115 del Código 
Sustantivo del Trabajo, no produce efecto alguno la sanción disciplinaria que 
imponga un empleador sin previamente haber dado la oportunidad de ser oídos, 
tanto al trabajador inculpado, como a dos representantes del sindicato al que este 
pertenezca. Al respecto, la redacción de esta norma ha generado múltiples inter-
pretaciones sobre el alcance de la misma e incluso sobre su constitucionalidad, 
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judiciales, especialmente cuando la Litis versa sobre la legalidad del despido o de 
la imposición de una sanción.
En ese sentido se plantea aquí la hipótesis de que las referencias normativas 
directas a nivel legal sobre el proceso disciplinario laboral tienen la característica 
de ser generales y poco precisas, circunstancia que aunada a su íntima relación 
con el derecho fundamental constitucional al debido proceso, ha requerido un 
amplio desarrollo por parte de la jurisprudencia de las Altas Cortes.
En el ámbito laboral, el régimen disciplinario y sancionatorio, si bien se en-
marca dentro del Derecho Laboral, toma para sí elementos propios del Derecho 
Procesal y del Derecho Disciplinario, atendiendo a la naturaleza de las conductas 
reprimidas, los bienes jurídicos involucrados, la finalidad de las sanciones, los 
sujetos procesados y los efectos jurídicos que se derivan.
Teniendo en cuenta lo anterior, se busca resolver los siguientes problemas 
jurídicos: las garantías que consagra el artículo 29 de la Constitución Política de 
Colombia, en relación con el debido proceso, ¿se aplican para el procedimien-
to disciplinario laboral? ¿Se diferencia el procedimiento dirigido a terminar un 
contrato de trabajo por justa causa de aquel encaminado a imponer una sanción 
disciplinaria?
Antecedentes
La terminación de un contrato de trabajo por justa causa y la posibilidad de 
imponer sanciones disciplinarias por parte del empleador al trabajador, obedecen 
a propósitos diferentes: “mientras la primera es una potestad que las dos partes 
tienen para desligar el vínculo jurídico que las une, las facultades disciplinarias 
corresponden únicamente al empleador como tal, en virtud de su poder de 
subordinación y tienen como finalidad corregir ciertas conductas del trabajador”.60
La Corte Constitucional ha sostenido reiteradamente que la terminación 
unilateral del contrato es una facultad que tienen tanto el empleador como el 
trabajador, es decir, cualquiera de las partes puede extinguir unilateralmente la 
60 Corte Constitucional, Sentencia T-1755 de 2000, Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz; Sentencia T-385 de 
2006, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández y Sentencia T-1103-02, Magistrado Ponente: Manuel 
José Cepeda Espinosa.
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convención pactada cuando la otra ha incumplido determinadas obligaciones.61 
No obstante, dada la relación de subordinación en que se encuentra el trabajador 
respecto al empleador, cuando es el empleador quien decide terminar unilateral-
mente el contrato de trabajo con justa causa, lo debe hacer a través de un debido 
proceso mínimo, como garantía de los derechos del trabajador.62
En ese sentido, es claro que la terminación del contrato de trabajo por justa 
causa, si bien no tiene una naturaleza disciplinaria, debe garantizar un debido 
proceso cuando es el empleador quien la lleva a cabo, tal como ocurre con el 
procedimiento tendiente a imponer una sanción.
Así, se debe tener en cuenta que el despido no es una sanción disciplinaria, 
sino una forma de terminación del contrato de trabajo, al tenor de lo dispuesto en 
el literal h del artículo 61 del Código Sustantivo del Trabajo.
Uno de los principales derroteros en el régimen disciplinario y sancionatorio 
laboral ha sido la determinación de los requisitos mínimos que debe cumplir el 
empleador para que, en ejercicio de la facultad de subordinación, pueda sancionar 
legalmente a un trabajador. A partir del análisis del desarrollo de las diferentes 
posturas al respecto, se puede identificar que el debate jurídico se ha centrado en 
definir la aplicación o no, en estas actuaciones, del derecho fundamental al debi-
do proceso, consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, 
el cual reza:
El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas.
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 
ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas pro-
pias de cada juicio.
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará 
de preferencia a la restrictiva o desfavorable.
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 
culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abo-
gado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 
61 Corte Constitucional, Sentencia SU-250 de 1998, Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero; Sentencia 
T-546 de 2000, MP: Vladimiro Naranjo Mesa; Sentencia T-1755 de 2000, Magistrado Ponente: Fabio Morón Díaz y 
Sentencia T-1103-02, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.
62 Corte constitucional, Sentencia T-461 de 1998, Magistrado Ponente:  Alfredo Beltrán Sierra; Sentencia T-476 
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debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a contro-
vertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no 
ser juzgado dos veces por el mismo hecho.
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso.
Dicho debate se puede ilustrar en sede de control concreto de constituciona-
lidad, es decir, en providencias tipo T, originadas en Acciones de Tutela, en las 
cuales la Corte Constitucional ha tenido la oportunidad de analizar ampliamente 
el alcance del debido proceso, específicamente en el ámbito laboral, existiendo 
principalmente 2 tesis que se evidencian en la ratio decidendi de las sentencias 
que se señalan a continuación:
Tabla 1. Alcance del debido proceso en la Jurisprudencia de la Corte Constitucional
Año Tesis Restrictiva Tesis Amplia
El derecho al debido proceso tiene 
cabida únicamente en procedimientos 
que sigan las autoridades adminis-
trativas o judiciales y solo excepcio-
nalmente en las actuaciones de los 
particulares.
En todos los campos donde se haga 
uso de la facultad  disciplinaria, de-
ben ser observados los requisitos o 
formalidades mínimas que integran el 
debido proceso, incluyendo a los par-
ticulares que se arrogan esta facultad.
1998 T-433 de 1998
1999 T-170 de 1999
T-470 de 1999
T-605 de 1999
2000 T-944 de 2000
2001 C-555 de 2001 T-1263 de 2001
2002
2003 T-772 de 2003
2004
2005 T-769 de 2005




2010 T-083 de 2010










Así, los primeros fallos de la Corte Constitucional al respecto sostienen que el 
hecho de que el artículo 29 de la Constitución estableciera que el debido proceso 
se debe aplicar a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, implica 
que “en todos los campos donde se haga uso de la facultad disciplinaria, entién-
dase esta como la prerrogativa de un sujeto para imponer sanciones o castigos, 
deben ser observados los requisitos o formalidades mínimas que integran el debi-
do proceso”.63 Es decir, que este no solo involucra u obliga a las autoridades pú-
blicas, en el sentido amplio de este término, sino a los particulares que se arrogan 
esta facultad como una forma de mantener un principio de orden al interior de sus 
organizaciones.64 De igual manera, la Corte manifestó que 
la garantía del debido proceso ha sido establecida en favor de la persona, de toda 
persona, cuya dignidad exige que, si se deducen en su contra consecuencias negativas 
derivadas del ordenamiento jurídico, tiene derecho a que su juicio se adelante según 
reglas predeterminadas, por el tribunal o autoridad competente y con todas las posibi-
lidades de defensa y de contradicción, habiendo sido oído el acusado y examinadas y 
evaluadas las pruebas que obran en su contra y también las que constan en su favor.65 
Asimismo, rechazando la interpretación según la cual dicha garantía pudiera 
ser exigible únicamente al Estado, la Corte señaló que 
también los particulares, cuando se hallen en posibilidad de aplicar sanciones o cas-
tigos, están obligados por la Constitución a observar las reglas del debido proceso, 
y es un derecho fundamental de la persona procesada la de que, en su integridad, los 
fundamentos y postulados que a esa garantía corresponden le sean aplicados.66
En este sentido, la garantía constitucional del debido proceso, en cuya virtud 
se exige la preexistencia de la norma en que haya sido contemplado el hecho 
que se imputa, es plenamente aplicable a los procesos internos que tramitan las 
63 Corte Constitucional, Sentencia T-433 de 1998, Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra y Sentencia T-083 
de 2010, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
64 Corte Constitucional, Sentencia T-433 de 1998, Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra y Sentencia T-083 
de 2010, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
65 Corte Constitucional, Sentencia T-470 de 1999, Magistrado Ponente: José Gregorio Hernández Galindo; 
Sentencia T-944 de 2000, Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero y Sentencia T-769 de 2005, 
Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.
66 Corte Constitucional, Sentencia T-470 de 1999, Magistrado Ponente: José Gregorio Hernández Galindo; 
Sentencia T-944 de 2000, Magistrado Ponente: Alejandro Martínez Caballero y Sentencia T-769 de 2005, 
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empresas, cuando se trata de imponer sanciones a sus trabajadores, por lo cual 
“crear” faltas para cada caso, sin disposición anterior que las haya previsto, cons-
tituye una ostensible vulneración de ese derecho fundamental.67
No obstante, en los primeros años del siglo XXI, la Corte Constitucional, me-
diante Sentencia, señaló que la aplicación del debido proceso, en los términos del 
precitado artículo 29 de la Constitución Política, siempre estaba supeditada a la 
existencia de un proceso judicial o administrativo. De igual manera, planteó que 
los particulares son responsables únicamente por infringir la Constitución y las 
leyes, y solo de manera excepcional, cuando cumplen funciones públicas, que-
dando sometidos al estricto régimen derivado del principio de legalidad, en los 
mismos términos de los servidores públicos. Así lo recogió la Corte en Sentencia 
T-385 de 2006:
Es necesario resaltar que la aplicación del derecho al debido proceso siempre presu-
pone la existencia de un procedimiento judicial o administrativo, de conformidad con 
lo establecido por el artículo 29 de la Constitución. Esto es apenas obvio, pues el de-
bido proceso es un corolario del principio de legalidad, y, según éste, las autoridades 
estatales, como tales, deben limitar su actividad a aquello que la ley les permite hacer.
A contrario sensu, los particulares, de conformidad con el artículo 6º de la Carta, son 
responsables únicamente por infringir la Constitución y las leyes y sólo de manera 
excepcional, cuando cumplen funciones públicas, quedan sometidos al estricto régi-
men derivado del principio de legalidad, en los mismos términos de los servidores 
públicos. Por ello, como regla general, el derecho al debido proceso tiene cabida, úni-
camente, en procedimientos que sigan las autoridades administrativas o judiciales, y 
sólo excepcionalmente en las actuaciones de los particulares.
Sin embargo, en dicha oportunidad la Corte reconoció que algunas de las 
garantías concretas que componen el contenido del derecho al debido proceso 
tienen cabida en las actuaciones de los particulares, entre ellas la presunción de 
inocencia, la buena fe y el deber de lealtad, las cuales pueden llegar a constituir, 
en algunos casos, obligaciones jurídicamente exigibles de los particulares, sin 
que para ello sea necesario que su actuación se ubique dentro de un procedimien-
to judicial o administrativo.
Por otra parte, en la Sentencia T-075A de 2011, la Corte adujo que la apli-
cación del debido proceso supone la existencia de un procedimiento judicial o 
67 Corte Constitucional, Sentencia T-170 de 1999, Magistrado Ponente: José Gregorio Hernández Galindo.
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administrativo, pero que algunas de las garantías que se derivan de este derecho 
se aplican al ámbito de las relaciones laborales particulares, entre las cuales se 
encuentra la obligación del empleador de indicar los motivos por los cuales se 
imponen sanciones sujetas al Reglamento Interno.
Por otro lado, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que 
las garantías judiciales mínimas, consagradas en el artículo 8 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos68, no solo son aplicables a los recursos judi-
ciales en sentido estricto, sino también al conjunto de requisitos que deben ob-
servarse en las instancias procesales. Esto, con efecto de que las personas puedan 
defenderse adecuadamente ante cualquier acto emanado del Estado que pueda 
afectar sus derechos.69
68 La Organización de Estados Americanos –OEA-, en el artículo 8 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos de 1969 (Pacto de San José), señala las siguientes garantías:
1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, 
por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, 
en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se esta-
blezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, 
a las siguientes garantías mínimas:
a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no compren-
de o no habla el idioma del juzgado o tribunal;
b.  comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;
c.  concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su 
defensa;
d.  derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su 
elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;
e.  derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado 
o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare 
defensor dentro del plazo establecido por la ley;
f.  derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la 
comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los 
hechos;
g.  derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y h. derecho de 
recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.
3.La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza.
4.El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos 
hechos.
5.El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la 
justicia.
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Principios que rigen el debido proceso disciplinario laboral
La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado70 que deben considerar-
se como garantías constitucionales, que presiden la potestad sancionadora de la 
administración y el procedimiento administrativo que se adelanta para ejercerla, 
los siguientes principios: el de la presunción de inocencia y el de in dubio pro 
reo; los derechos de contradicción y de controversia de las pruebas; el principio 
de imparcialidad; el principio nulla poena sine lege; la prohibición contenida en 
la fórmula non bis in ídem; el principio de la cosa juzgada; entre otros. 
Respecto al debido proceso, la Corte ha señalado que este se traduce en la 
garantía que debe acompañar a todos aquellos actos que pretendan imponer, le-
gítimamente a los sujetos, cargas, castigos o sanciones. De este se desprende, 
además, el derecho a pedir y a controvertir las pruebas, a ejercer con plenitud 
el derecho de defensa, a impugnar las decisiones y, en fin, a gozar de todas las 
garantías establecidas en su beneficio.71
Dicha interpretación, de acuerdo con el numeral 5 del artículo 57 del Código 
Sustantivo del Trabajo, se aviene a la consagración de derechos fundamentales 
que hace la Constitución Política de Colombia, los cuales, en este caso, consti-
tuyen obligaciones especiales del patrono respecto a sus empleados. Dentro de 
estos se encuentran, además del debido proceso, el respeto por la dignidad del 
trabajador (C.P. art. 25) y, en tal medida, por su buen nombre (C.P. art. 15) y por 
su honra (C.P. art. 21).
El derecho fundamental al debido proceso debe ser garantizado y respetado 
en toda actuación judicial o administrativa, sin perjuicio del carácter público o 
privado de las partes involucradas.72 Su contenido está definido, entre otros, por 
los principios a los que se aludirá a continuación.
Legalidad
Ordena que las conductas prohibidas, las sanciones aplicables, los criterios 
para su determinación y los procedimientos previstos para su imposición estén 
70 Corte Constitucional, Sentencia C-555 de 2001, Magistrado ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.
71 Corte Constitucional, Sentencia C-593 de 2014, Magistrado ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.
72 Corte Constitucional, Sentencia T-276 de 2014, Magistrada ponente: María Victoria Calle Correa.
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definidos en un instrumento normativo, previo a la comisión de los hechos cuyo 
juicio se pretende adelantar. Se ocupa del aspecto formal y temporal, es decir, que 
no haya sanción sin norma anterior.73
Tipicidad
Establece que las infracciones y las sanciones aplicables, y la correlación que 
debe haber entre las unas y las otras, deben estar descritas de forma clara, expresa 
e inequívoca.74 Este principio trata sobre el nivel de claridad que debe haber en: a) 
el grado de culpabilidad del agente (si actuó con o sin intención); b) la gravedad 
de su conducta (si por su naturaleza debe ser calificada como leve, grave o gra-
vísima); y c) la graduación de la respectiva sanción (mínima, media o máxima, 
según la intensidad del comportamiento).75
Este principio dictamina los parámetros sustanciales mínimos que debe re-
vestir la norma descrita, para así evitar la restricción injusta de los derechos del 
sujeto disciplinado, es decir, impedir la posibilidad de que sea sancionado por 
normas tan amplias, ambiguas u oscuras que le impidan saber si actuaba correcta 
o incorrectamente.
De esta manera, la interrelación de estos dos principios busca ofrecer se-
guridad jurídica, informando al sujeto sobre las consecuencias de sus actos an-
tes de que los realice. Así mismo, intenta homogenizar las decisiones que tome 
la autoridad competente, restringiendo la arbitrariedad judicial o administrativa 
en la amonestación de las prácticas prohibidas. Finalmente, tiene como objetivo 
asegurar la igualdad de trato hacia todos aquellos que han incurrido en la misma 
conducta.76
73 Corte Constitucional, Sentencia C-818 de 2005, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil; AV. Jaime Araujo 
Rentería y Sentencia C-030 de 2012, Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva; AV. María Victoria Calle 
Correa.
74 Corte Constitucional, Sentencia C-818 de 2005, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil; AV. Jaime Araujo 
Rentería y Sentencia C-030 de 2012, Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva; AV. María Victoria Calle 
Correa.
75 Corte Constitucional, Sentencia C-818 de 2005, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil; AV. Jaime Araujo 
Rentería y Sentencia C-030 de 2012, Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva; AV. María Victoria Calle 
Correa.
76 Corte Constitucional, Sentencia C-530 de 2003, Magistrado Ponente: Eduardo Montealegre Lynett; Sentencia 
C-818 de 2005, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil; AV. Jaime Araujo Rentería y Sentencia C-030 de 2012, 
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La Corte Constitucional, a partir de las características propias del Derecho 
Disciplinario77, ha reconocido la posibilidad de adoptar faltas disciplinarias la-
borales que consagren tipos abiertos o conceptos jurídicos indeterminados, siem-
pre y cuando la forma típica tenga un carácter determinable al momento de su 
aplicación.78
En ese sentido, el concepto jurídico de “tipos abiertos” hace alusión a aque-
llas infracciones disciplinarias que, para evitar la trascripción de todas las obli-
gaciones y prohibiciones de los sujetos disciplinados en las faltas disciplinarias, 
hacen una remisión a estas últimas bajo la forma de “todo aquel que incumpla con 
las obligaciones descritas en A, incurriría en B”.79 Así, una sanción disciplinaria 
de tipo abierto es aquella según la cual se considera como falta la violación de los 
deberes especiales del trabajador. A quien falla, por su parte, le corresponde hacer 
una lectura sistemática del instrumento normativo, integrando en el análisis no 
solo la norma que establece la falta, sino, además, las normas complementarias a 
las que esta alude.80
A su vez, dentro de los “conceptos jurídicos indeterminados” se incluyen 
conceptos de valor o de experiencia que, a pesar de no contar con un enunciado 
que defina claramente sus límites, deben poder ser precisados en el caso concreto, 
a la luz de los valores, los principios y las reglas de Derecho.81 Lo anterior, para 
77 En Sentencia T-276 de 2014, Magistrado Ponente: María Victoria Calle Correa, la Corte Constitucional señaló: 
Atendiendo las diferencias en la naturaleza de las conductas reprimidas, los bienes jurídicos involucra-
dos, la finalidad de las sanciones, los sujetos procesados y los efectos jurídicos que se producen en 
la comunidad, el principio de legalidad y, especialmente, el de tipicidad, se desarrollan de una manera 
más flexible en materia disciplinaria que penal. Por esta razón, teniendo en cuenta que el derecho dis-
ciplinario carece de completud y autonomía, se exige menor precisión en la definición de las conductas 
y, consecuentemente, se otorga mayor amplitud a quien falla para adelantar el proceso de adecuación 
típica de estas (determinar si la norma es o no aplicable al caso concreto según los hechos probados). 
Por último y en relación con la menor precisión, se admite la adopción de faltas disciplinarias que con-
sagren tipos abiertos o conceptos jurídicos indeterminados.
78 Corte Constitucional, Sentencia C-818 de 2005 Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil; AV. Jaime Araujo 
Rentería y Sentencia C-030 de 2012 Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva; AV. María Victoria Calle 
Correa.
79 Corte Constitucional, Sentencia C-404 de 2001, Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra; Sentencia 
C-948 de 2002, Magistrado Ponente: Álvaro Tafur Galvis; Sentencia C-762 de 2009, Magistrado Ponente: Juan 
Carlos Henao Pérez; y Sentencia C-030 de 2012, Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva, AV. María Victoria 
Calle Correa.
80 Corte Constitucional, Sentencia T-276-14, María Victoria Calle Correa.
81 Corte Constitucional, Sentencia C-371 de 2002, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil; Sentencia C-818 de 
2005, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil, AV. Jaime Araujo Rentería; y Sentencia C-030 de 2012, Magistrado 
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garantizar que su aplicación no responda a apreciaciones discrecionales de quien 
falla, sino, por el contrario, a la interpretación respectiva que ofrece la órbita legal 
y constitucional y que, consecuentemente, debe llevar a quien toma la decisión a 
una única respuesta.82
Para garantizar esto, las disposiciones sancionatorias adicionales a aquellas 
contempladas en la Ley, que se estipulen en los contratos individuales de trabajo 
o en el Reglamento Interno de Trabajo, deben contar con criterios objetivos que 
permitan complementar o concretar las normas disciplinarias de manera razona-
ble y proporcionada.83 De lo contrario, se desconocería el principio de legalidad, 
pues la definición del comportamiento prohibido quedaría abandonada a la dis-
crecionalidad de quien juzga, violando consecuentemente el derecho fundamen-
tal al debido proceso.84
El derecho a la defensa
Es indispensable que al inculpado se le formulen, con toda claridad, los cargos 
que contra él pesan, proporcionándole información acerca de los documentos y 
pruebas en que se sustentan. Así se le da la oportunidad de rendir descargos y de 
solicitar la práctica de pruebas que pretenda hacer valer para desvirtuar las reco-
gidas en su contra.85
Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva, AV. María Victoria Calle Correa.
82 Corte Constitucional, Sentencia C-371 de 2002, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil; Sentencia C-818 de 
2005, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil, AV. Jaime Araujo Rentería; y Sentencia C-030 de 2012, Magistrado 
Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva, AV. María Victoria Calle Correa.
83 Corte Constitucional, Sentencia C-530 de 2003, Magistrado Ponente: Eduardo Montealegre Lynett; Sentencia 
C-406 de 2004, Magistrado Ponente: Clara Inés Vargas Hernández; Sentencia C- 762 de 2009, Magistrado 
Ponente: Juan Carlos Henao Pérez; y Sentencia C-030 de 2012, Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva, 
AV. María Victoria Calle Correa.
84 Corte Constitucional, Sentencia C-530 de 2003, Magistrado Ponente: Eduardo Montealegre Lynett; Sentencia 
C-406 de 2004, Magistrado Ponente: Clara Inés Vargas Hernández; Sentencia C- 762 de 2009, Magistrado 
Ponente: Juan Carlos Henao Pérez; y Sentencia C-030 de 2012, Magistrado Ponente: Luis Ernesto Vargas Silva, 
AV. María Victoria Calle Correa.
85 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Sentencia de abril 19 de 1989, 
Expediente 692, Consejera Ponente Clara Forero de Castro; y Sentencia de junio 17 de 1994, Expediente 8053, 
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Derecho de contradicción y de controversia de la prueba
El principio constitucional de contradicción de la prueba es una garantía que debe 
ser respetada en cualquier variedad de proceso judicial o administrativo. La Corte 
Constitucional, en Sentencia C-830 de 2002, lo señaló en los siguientes términos:
Desde el punto de vista constitucional dichas pruebas tienen su fundamento en la 
garantía de los derechos fundamentales de acceso a la justicia, el debido proceso 
y el derecho de defensa o contradicción, contemplados en los Arts. 229 y 29 de la 
Constitución, en cuanto ellos implican, para las partes e intervinientes del proceso, 
no solamente la facultad de acudir a la jurisdicción y lograr que se cumpla la plenitud 
de las formas propias del mismo, sino también la de aducir y pedir la práctica de las 
pruebas necesarias con el fin de controvertir las de la contraparte y alcanzar la pros-
peridad de sus pretensiones o defensas, de conformidad con las normas sustanciales.
Los principios de la doble instancia y la imparcialidad
La doble instancia surgió ante la necesidad de preservar el principio de legali-
dad y de integridad en la aplicación del Derecho, ya que asegura la posibilidad 
de corregir los errores en que pueda incurrir el fallador en la adopción de una 
decisión.86
El principio de la doble instancia se erige en una garantía esencial para pre-
servar el debido proceso y, además, para mantener incólume la integridad de los 
derechos e intereses de los trabajadores. Para esto se exige la presencia de una 
estructura jerárquica que permita la participación de una autoridad independiente, 
imparcial y de distinta categoría en la revisión de una actuación previa.
Sobre la doble instancia en el juicio disciplinario, la Corte ha sostenido que 
dicho principio se constituye en “una garantía suplementaria para quien es inves-
tigado disciplinariamente, puesto que quien sea sancionado puede impugnar ante 
el superior jerárquico la decisión”.87
Por otro lado, el principio de la doble instancia exige la presencia de una per-
sona autónoma, independiente, imparcial, neutral y objetiva, no solo en relación 
con la decisión sometida a su revisión, sino también en torno a quien la profirió.
86 Corte Constitucional, Sentencia C-401 de 2013, Magistrado Ponente: Mauricio González Cuervo.
87 Corte Constitucional, Sentencia C-095 de 2003, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.
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La presunción de inocencia
La presunción de inocencia es una garantía integrante del derecho fundamental al 
debido proceso, reconocida en el artículo 29 de la Constitución, al tenor del cual 
“toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado judicialmen-
te culpable”.
De este postulado se desprende que cualquier persona es inicial y esencial-
mente inocente, partiendo del supuesto de que solo se puede declarar responsable 
al acusado, al término de un proceso en el que deba estar rodeado de las plenas 
garantías procesales y en el que se le haya demostrado su culpabilidad.88
La presunción de inocencia se constituye en regla básica sobre la prueba, de 
acuerdo con la cual corresponde siempre al empleador la carga de probar que una 
persona es responsable por acción u omisión de una falta, lo que se conoce como 
principio onus probandi incumbit actori.
En ese sentido, para que se puedan aplicar las sanciones previstas en el 
Reglamento Interno de Trabajo, es indispensable que se configure y establezca 
con certeza que el trabajador es responsable por los hechos que han dado origen 
al proceso disciplinario laboral.
El principio de non bis in ídem
El derecho a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho no solo se aplica a 
quien está involucrado en un proceso penal, sino que, en general, rige en todo 
el Derecho Sancionatorio, pues el artículo 29 de la Constitución Política de 
Colombia dispone que el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones 
judiciales y administrativas. Así, el non bis in ídem hace parte de los derechos que 
se entienden asociados al debido proceso.89
En un caso en que se acusaba una norma del Código Laboral de violar el non 
bis in ídem, por facultar al empleador para imponer multas y, al mismo tiempo, 
para descontar salario cuando el trabajador se ausentara injustificadamente de 
88 Corte Constitucional, Sentencia C-289 de 2012, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
89 Asimismo, la Corte Constitucional, en Sentencias como la C-1265 de 2005, Magistrada Ponente: Clara Inés 
Vargas Hernández, y la C-521 de 2009, Magistrada Ponente: María Victoria Calle Correa, ha manifestado de ma-
nera reiterada que los principios que regulan el Derecho Penal son aplicables, con algunas variaciones, al Derecho 
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sus labores, la Corte Constitucional señaló que el principio en comento ordena 
al legislador a atribuirle fuerza de cosa juzgada a las soluciones definitivas de las 
controversias judiciales o administrativas sancionatorias y a no evitar la acumu-
lación de dos consecuencias desfavorables que no tienen carácter de sanción.90
No obstante, la Corte ha considerado que una misma persona puede ser juzga-
da dos veces por los mismos hechos cuando la jurisdicción es diferente, dado que 
tales hechos son calificados como infracciones diversas por regímenes sanciona-
dores distintos91, precisando que “la prohibición del doble enjuiciamiento no ex-
cluye que un mismo comportamiento pueda dar lugar a diversas investigaciones 
y sanciones, siempre y cuando estas tengan distintos fundamentos normativos y 
diversas finalidades”.92
Sanciones aplicables
El uso de un listado de medidas disciplinarias, junto con el establecimiento de 
un sistema de incentivos, permite al empleador contar con un instrumento que 
encamine sus actuaciones sin llegar a tener que aplicar la medida que resulta más 
extrema, que es la terminación del contrato de trabajo con justa causa, la cual 
puede afectar no solo al trabajador que queda cesante, sino también a la empresa 
que se ve igualmente afectada por los movimientos de personal y la desorganiza-
ción interna que resulta de los mismos.
La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que con el obje-
tivo de respetar el debido proceso, es indispensable que los entes de carácter 
privado fijen unas formas o parámetros mínimos que delimiten el uso de este 
poder y que permitan al conglomerado conocer las condiciones en que puede o 
ha de desarrollarse su relación con estos. Es aquí donde encuentra justificación 
la existencia y la exigencia que se hace de los llamados reglamentos, manuales 
de convivencia, estatutos, etc., en los cuales se fijan esos mínimos que garantizan 
los derechos al debido proceso y a la defensa de los individuos que hacen parte 
del ente correspondiente.93
90 Corte Constitucional, Sentencia C-478 de 2007, Magistrado Ponente: Rodrigo Escobar Gil.
91 Corte Constitucional, Sentencia C-870 de 2002, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa.
92 Corte Constitucional, Sentencia C-088 de 2002, Magistrado Ponente: Eduardo Montealegre Lynett.
93 Corte Constitucional, Sentencia T-433 de 1998, Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra.
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El Código Sustantivo del Trabajo señala que el Reglamento Interno de Trabajo 
debe contener, entre otras, disposiciones normativas sobre la escala de faltas y los 
procedimientos para su comprobación, así como sobre la escala de sanciones 
disciplinarias y su forma de aplicación (art. 108). También debe indicar que el 
empleador no puede imponer a sus trabajadores sanciones no previstas en dicho 
reglamento, en pacto, en convención colectiva, en fallo arbitral o en el contrato 
individual de trabajo (art. 114).
A su vez, el artículo 111 del mismo código establece que las sanciones dis-
ciplinarias no pueden consistir en penas corporales, ni en medidas lesivas de la 
dignidad del trabajador. En el artículo siguiente se señala que cuando la sanción 
consiste en suspensión del trabajo, esta no puede exceder 8 días la primera vez, ni 
2 meses en caso de reincidencia de cualquier grado.
Es de precisar que la suspensión es un periodo durante el cual se interrumpe 
para el trabajador la obligación de prestar el servicio prometido y para el em-
pleador la de pagar los salarios de ese lapso. Este último puede descontar dicho 
periodo al liquidar vacaciones, cesantías y jubilaciones.
Adicionalmente, de conformidad con el artículo 71 del Decreto 806 de 1998, 
durante la suspensión no hay lugar al pago de los aportes al Sistema General de 
Pensiones y al de Seguridad Social en Salud por parte del afiliado, pero sí de 
los correspondientes al empleador, los cuales se deben efectuar fundamentados 
en el último salario base reportado con anterioridad a la suspensión temporal 
del contrato. En el caso de suspensión disciplinaria o licencia no remunerada de 
los servidores públicos, no habrá lugar a pago de aportes a la seguridad social, 
salvo cuando se levante la suspensión y haya lugar al pago de salarios por dicho 
periodo.
Sobre los efectos de la suspensión del contrato de trabajo, la jurisprudencia ha 
señalado94 que existe una diferencia notoria entre la terminación y la suspensión 
del contrato de trabajo, pues la primera extingue definitivamente el vínculo jurí-
dico entre quienes fueron empleado y empleador, mientras que la segunda deja 
latente aquel nexo, pero dispensa a las partes de cumplir las obligaciones primor-
diales que para ellas emanan de tal vínculo. Así, por un lado, el trabajador deja 
de prestar el servicio convenido, sin que esa actitud pueda ser calificada como 
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inejecución arbitraria de sus labores y motivo justo para un despido, mientras 
que, por el otro, el empleador se abstiene de retribuir al trabajador, sin que esto 
equivalga a retención ilegítima de salarios o retardo caprichoso en satisfacerlos.
Sin perjuicio de lo anterior, cabe aclarar que, dado que las obligaciones de 
empleados y empleadores van más allá de la prestación del servicio y del co-
rrelativo pago de la retribución, estas son las únicas obligaciones que quedan 
interrumpidas en cuanto transcurre el término de la suspensión, mientras que las 
demás permanecen inalterables, siempre y cuando no dependan estrictamente de 
la prestación de la labor, por ejemplo las relativas a la seguridad social (a cargo 
del empleador)95 y las de fidelidad y lealtad (responsabilidad de ambas partes).
Así lo ha establecido la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema 
de Justicia, enfatizando que, 
a diferencia de la terminación del contrato, la suspensión implica sólo un estado de 
latencia que no genera la extinción de los deberes de fidelidad y lealtad que caracte-
rizan la relación de trabajo. No es dable imaginar que por el hecho de la suspensión 
del contrato, pueda el trabajador incurrir en una de las faltas que ameritan el despido, 
o que sea el empleador al que se le permita irrespetar o atentar contra la moral o la 
dignidad de su dependiente laboral. 96
Asimismo, el Código Sustantivo del Trabajo regula expresamente que las 
multas como sanción disciplinaria solo puedan causarse por retrasos o faltas al 
trabajo sin excusa suficiente, sin que estas puedan exceder la quinta parte del sa-
lario de un día, precisando que su importe se consigne en cuenta especial dedica-
da exclusivamente a premios o regalos para los trabajadores del establecimiento. 
Estas multas pueden ser descontadas del valor de los salarios, lo que no obsta 
para que el empleador prescinda del pago del salario correspondiente al tiempo 
dejado de trabajar.
Ahora bien, resulta pertinente aclarar que, si bien es cierto que el Código 
Sustantivo del trabajo regula expresamente la suspensión del contrato de trabajo 
95 Entre otras, la Sentencia T-170 de 1999, Magistrado Ponente: José Gregorio Hernández Galindo, precisó que al 
empleador no le está permitido, bajo la forma de una suspensión del contrato de trabajo adoptada a título de san-
ción, interrumpir el vínculo asociativo del miembro de un sindicato, ni tampoco establecer una solución de continui-
dad en el ejercicio del cargo directivo que dentro de la respectiva asociación de trabajadores se le haya asignado.
96 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sentencia del 23 de noviembre de 2010, Magistrado 
Ponente: Camilo Tarquino Gallego, Radicación No. 39078, Acta No. 41.
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y las multas como sanciones disciplinarias aplicables, ello no significa que sean 
las únicas medidas a las cuales pueda recurrir el empleador.
En ese sentido, aunque en la suspensión y las multas se pueden incluir prác-
ticamente todas las medidas legales que pueden afectar la principal contrapres-
tación que recibe el trabajador en un típico contrato conmutativo, como es el 
contrato de trabajo, es cada vez más común encontrar en las expresas la inclusión 
de sanciones enmarcadas dentro de lo que se puede denominar exclusión de be-
neficios extralegales.
Por ejemplo, normalmente la amonestación o llamado de atención es una de 
las sanciones que se pueden imponer al trabajador frente a faltas consideradas 
leves, teniendo una diferenciación en el grado sancionatorio dependiendo de si se 
realiza de manera verbal o escrita.
Una investigación de la Organización Internacional del Trabajo -OIT- seña-
la que otro tipo de sanciones, como el cambio de tareas, el traslado lateral, la 
denegación de una promoción, el retiro de un privilegio, la imposición de una 
restricción, la degradación (sin cambios de salarios), el cambio de horario, la de-
negación de trabajo en horas extraordinarias y la postergación de un incremento, 
son utilizadas, de manera encubierta y sin explicitar, como sanciones a faltas es-
pecíficas en el contexto de decisiones de carácter administrativo u organizativo. 97
Procedimiento para aplicar sanciones disciplinarias
Dentro del Título IV del Capítulo I del Código Sustantivo del Trabajo, que regula 
lo relativo al Reglamento Interno de Trabajo98, se establece lo siguiente:
97 Organización Internacional del Trabajo -OIT-, “Reglamentos y procedimientos disciplinarios” (informe digital), 
https://docplayer.es/18382769-Reglas-y-procedimientos-disciplinarios-en-costa-rica-y-mexico.html
98 Código Sustantivo del Trabajo, Capítulo I, Título IV, Artículo 104. Definición. Reglamento de trabajo es el con-
junto de normas que determinan las condiciones a que deben sujetarse el {empleador} y sus trabajadores en la 
prestación del servicio.
Artículo 105. Obligación de adoptarlo.
1. Está obligado a tener un reglamento de trabajo todo {empleador} que ocupe más de cinco (5) trabajadores 
de carácter permanente en empresas comerciales, o más de diez (10) en empresas industriales, o más de 
veinte (20) en empresas agrícolas, ganaderas o forestales.
2. En empresas mixtas, la obligación de tener un reglamento de trabajo existe cuando el {empleador} ocupe 
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ARTÍCULO 115. PROCEDIMIENTO PARA SANCIONES. <Artículo modificado 
por el artículo 10 del Decreto 2351 de 1965. El nuevo texto es el siguiente:> Antes 
de aplicarse una sanción disciplinaria al <sic> {empleador}, debe dar oportunidad de 
ser oídos tanto al trabajador inculpado como a dos representantes del sindicato a que 
este pertenezca. No producirá efecto alguno la sanción disciplinaria que se imponga 
pretermitiendo este trámite.
La modificación del Decreto 2351 de 1965 en realidad fue una adición, en 
el sentido de que señala la infectividad de la sanción que se aplica cuando no se 
cumple con el procedimiento establecido, es decir, que si se trata de una sanción 
se deberán pagar los salarios dejados de percibir y, en caso de multa, los valores 
descontados.
Esta disposición fue objeto de acción pública de inconstitucionalidad y fue 
admitida mediante Auto del 30 de enero de 2014. En ella se esgrimieron cargos 
por trasgresión al debido proceso, pues, según el actor, el procedimiento consa-
grado en la disposición para la imposición de sanciones no cumplía con los requi-
sitos mínimos para asegurar dicha garantía. Esta, tal y como lo había consagrado 
la jurisprudencia constitucional citada anteriormente, se aplica de igual manera 
para los particulares.
En dicha oportunidad, la Corte señaló que la norma atacada tenía 2 posibles 
interpretaciones, una contraria y otra acorde con lo consagrado en la Constitución 
Política de Colombia. La primera, es aquella que interpreta que el artículo 115 
consagra una simple formalidad de dar la posibilidad al subordinado de ser escu-
chado en forma previa a la imposición de la sanción establecida en el Reglamento 
de Trabajo. Frente a esta interpretación de la norma, la Corte dijo que es contraria 
al derecho al debido proceso y a lo establecido por la jurisprudencia constitu-
cional, en lo relacionado con la necesidad de garantizar las prerrogativas inhe-
rentes al artículo 29 de la Constitución, en el ámbito de las relaciones laborales 
particulares.
Contrario sensu, la norma resulta constitucional, y así lo declaró la Corte, si 
se interpreta que la referencia a que el trabajador debe ser oído previamente a la 
imposición de la sanción implica que deben respetarse las garantías propias del 
debido proceso, las cuales fueron anteriormente señaladas.
En ese sentido, es necesario que en el Reglamento Interno de Trabajo estén 
previamente definidas cada una de las etapas procesales, pues, de lo contrario, la 
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imposición de sanciones queda sujeta a la voluntad y arbitrio de quienes tienen la 
función de solucionar los conflictos de los implicados.
Conforme a lo anterior, la jurisprudencia constitucional99 ha establecido el 
conjunto de elementos mínimos que debe contener el Reglamento Interno de 
Trabajo para regular el procedimiento de la imposición de las sanciones discipli-
narias que en él se contemplen, como son:
1. La comunicación formal de la apertura del proceso disciplinario a la per-
sona a quien se imputan las conductas posibles de sanción.
2. La formulación de los cargos imputados, que puede ser verbal o escrita, 
siempre y cuando en ella consten de manera clara y precisa las conductas, 
las faltas disciplinarias a que esas conductas dan lugar y la calificación 
provisional de las conductas como faltas disciplinarias. En este punto 
debe recordarse que el mismo Código Sustantivo del Trabajo dispone que 
tanto la conducta como su respectiva sanción deben encontrarse previa-
mente consagradas en el Reglamento Interno del Trabajo.
3. El traslado al imputado de todas y cada una de las pruebas que fundamen-
tan los cargos formulados.
4. La indicación de un término durante el cual el acusado pueda formular 
sus descargos, controvertir las pruebas en su contra y allegar las que con-
sidere necesarias para sustentar sus descargos.
5. El pronunciamiento definitivo del patrono, mediante un acto motivado y 
congruente.
6. La imposición de una sanción proporcional a los hechos que la motivaron.
7. La posibilidad de que el trabajador pueda controvertir, mediante los re-
cursos pertinentes, todas y cada una de las decisiones, ya sea ante el su-
perior jerárquico de aquel que impone la sanción, o ante la jurisdicción 
laboral ordinaria.
Al respecto no sobra aclarar que, de conformidad con el artículo 8 de la Ley 
1010 de 2006, no constituyen acoso laboral, bajo ninguna de sus modalidades 
y siempre que sean justificados y fundados en criterios objetivos y no discrimi-
natorios, los actos destinados a ejercer la potestad disciplinaria que legalmente 
99 Corte Constitucional, Sentencia T-917 de 2006, Magistrado Ponente: Manuel José Cepeda Espinosa; y 
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corresponde a los superiores jerárquicos sobre sus subalternos. Tampoco lo hacen 
la formulación de exigencias razonables de fidelidad laboral o lealtad empresa-
rial e institucional, ni la formulación de circulares o memorandos de servicio 
encaminados a solicitar exigencias técnicas o a mejorar la eficiencia laboral y la 
evaluación laboral de subalternos conforme a indicadores objetivos y generales 
de rendimiento.
Tampoco constituyen acoso laboral las actuaciones administrativas o gestio-
nes encaminadas a dar por terminado el contrato de trabajo, con base en una 
causa legal o una justa causa -prevista en el Código Sustantivo del Trabajo-, ni la 
exigencia de cumplir las obligaciones o deberes de los que tratan los artículos 55 
a 57 de dicho código o aquellas contempladas en los reglamentos y cláusulas de 
los contratos de trabajo o de no incurrir en las prohibiciones de las que tratan los 
artículos 59 y 60 del CST.
Procedimiento para terminar un contrato de trabajo, con justa causa, por parte 
del empleador
La terminación unilateral del contrato es una facultad que tienen tanto el em-
pleador como el trabajador, derivada del principio non adimpleti contractus, que 
consiste en la posibilidad que tiene una parte de la relación de extinguir una 
convención pactada, cuando la otra ha incumplido determinadas obligaciones.100
En cuanto a la forma como se debe llevar a cabo la terminación unilateral del 
contrato de trabajo, el empleador tiene diversas obligaciones. El parágrafo único 
del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo señala que la parte que termina 
unilateralmente el contrato de trabajo debe manifestar a la otra, en el momento de 
la extinción, la causal o motivo de esa determinación. Posteriormente, no pueden 
alegarse válidamente causales o motivos distintos. En ese sentido, la primera de 
tales obligaciones consiste en manifestarle al trabajador los hechos por los cuales 
se va a dar por terminado el contrato, sin que le sea posible al empleador alegar 
hechos diferentes en un eventual proceso judicial posterior.
Para la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, tal deber tiene dos pro-
pósitos fundamentales, “por un lado, garantizarle al trabajador la oportunidad 
de defenderse de las imputaciones que se le hacen y, por otra, impedir que los 
100 Corte Constitucional, Sentencia T-385 de 2006, Magistrada ponente: Clara Inés Vargas Hernández.
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empleadores despidan sin justa causa a sus trabajadores, alegando un motivo a 
posteriori, para evitar indemnizarlos”.101
Al respecto, en Sentencia C-299 de 1998, se señala que
la Corte Constitucional afirmó en la prenombrada sentencia, que el parágrafo del 
artículo 62 del C.S.T., debe ser interpretado de conformidad con el principio de la 
buena fe: no es suficiente que las partes se valgan de alguna de las causales enun-
ciadas para tomar su decisión, pues es imperativo que la parte que desea poner fin a 
la relación exprese los hechos precisos e individuales que la provocaron. Así, la otra 
parte tiene la oportunidad de enterarse de los motivos que originaron el rompimiento 
de la relación laboral, en el momento en que se le anuncia tal determinación y, puede 
hacer uso de su derecho de defensa y controvertir tal decisión si está en desacuerdo.
De este modo, el derecho a la defensa extiende su ámbito de aplicación por 
fuera de los procedimientos administrativos y judiciales y se hace oponible a los 
empleadores particulares, cuando estos pretendan dar por terminado unilateral-
mente un contrato de trabajo por justa causa.
En concreto, esta aplicación del derecho a la defensa presupone 2 obligacio-
nes por parte del empleador: la primera, manifestarle al trabajador los hechos por 
los cuales va a ser despedido y, la segunda, darle la oportunidad de controvertir 
las imputaciones que se le hacen.102
La facultad de terminar unilateralmente el contrato de trabajo está limitada 
a la configuración de alguna de las causales que expresa y taxativamente están 
enunciadas en el Código Sustantivo del Trabajo. Así “los motivos del despido 
deben caracterizarse suficientemente en las causales legales o convencionales, 
sin que se permita su interpretación analógica o la posibilidad de alegar otras 
causales distintas”.103
Por otro lado, la Corte Constitucional ha señalado que la terminación unila-
teral del contrato por parte del empleador, dada la relación de subordinación en 
que se encuentra el trabajador respecto a este, debe realizarse de conformidad con 
un debido proceso mínimo, como garantía de los derechos del trabajador. Estas 
se refieren tanto a la forma en la que se debe llevar a cabo el despido, como a las 
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En cuanto a la forma en la que se debe llevar a cabo la terminación unilateral 
del contrato de trabajo con justa causa, el empleador tiene varias obligaciones:
1. Manifestarle al trabajador los hechos por los cuales se va a dar por ter-
minado el contrato, sin que le sea posible al empleador alegar hechos 
diferentes en un eventual proceso judicial posterior. El trabajador debe 
conocer los motivos precisos que causan la terminación unilateral del 
contrato, sin que este requisito pueda entenderse cumplido con la men-
ción genérica de las causales del Código Sustantivo del Trabajo.104
2. Garantizar al trabajador la oportunidad de defenderse de las imputaciones 
que se le hacen.105
3. Se debe realizar de conformidad con el procedimiento previamente de-
terminado. En este punto es necesario precisar que la Corte Suprema de 
Justicia ha señalado106 que basta con que se presente una de las justas cau-
sas estipuladas en el artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo, para 
que el empleador pueda legítimamente hacer uso del derecho a dar fin al 
contrato de trabajo. Lo anterior, lógicamente con el cumplimiento de las 
formalidades exigidas por la ley, como son la obligación de manifestar al 
momento de la comunicación del despido la causal o motivo determinan-
te de esa decisión. Y cuando se trata de una de las causales previstas en 
los numerales 9 al 15 del artículo 7 del Decreto 2351 de 1965, conceder al 
trabajador el preaviso de 15 días señalado en esa misma disposición. La 
omisión de uno de estos requisitos impide calificar como justo el despido.
104 Ver las siguientes sentencias de la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral: Sentencia del 24 
de mayo de 1960, Magistrado Ponente Luis Fernando Paredes; Sentencia de noviembre 12 de 1986, Magistrado 
Ponente: Juan Hernández Sáenz; Sentencia del 25 de octubre de 1994, Magistrado Ponente: Francisco Escobar 
Henríquez. Ver la siguiente sentencia de la Corte Constitucional: Sentencia C-594 de 1997. Al respecto, cabe se-
ñalar que la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia no ha sido pacífica en este asunto, 
pues en sentencias como la del 10 diciembre de 1990, Magistrado Ponente: Manuel Enrique Daza Álvarez, aceptó 
la posibilidad de que el empleador comunicara al trabajador la causal genérica legal del despido o los motivos fác-
ticos del mismo. No obstante, en otras oportunidades ha sido mucho más estricta, determinando que el empleador 
está en la obligación de comunicarle al trabajador las razones concretas para el despido. Esta última posición la 
comparten la Corte Suprema y la Corte Constitucional.
105 Corte Constitucional, Sentencia T-362 de 2000, Magistrado Ponente: Antonio Barrera Carbonell; y Sentencia 
C-299 de 1998, Magistrado Ponente: Carlos Gaviria Díaz.
106 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sección 1ª, Sentencia de agosto 4 de 1992, Magistrado 
Ponente: Manuel Enrique Daza Álvarez.
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 Sin perjuicio de lo anterior, esa misma Corporación ha reconocido que se 
presenta una situación diferente cuando el empleador ha establecido un pro-
cedimiento necesario para la validez del despido o cuando se negocia de esa 
manera en la convención o en el pacto colectivo, pues en dicha circunstancia 
es imprescindible su cumplimiento, so pena de que el despido sea ilegal.107
4. La facultad de terminar unilateralmente el contrato de trabajo está li-
mitada a que se configure alguna de las causales que están expresa y 
taxativamente enunciadas en el Código Sustantivo del Trabajo, o aque-
llas calificadas como falta grave en pactos o convenciones colectivas, 
fallos arbitrales, contratos individuales o reglamentos108, sin que se per-
mita su interpretación analógica o la posibilidad de alegar otras causales 
distintas.109
Entre la justa causa alegada y la terminación unilateral del contrato de traba-
jo, es necesario que haya una relación de inmediatez.110 Así, el empleador debe 
dar por terminado el contrato inmediatamente después de ocurridos los hechos 
que motivaron su decisión o de que tuvo conocimiento de los mismos, pues, de lo 
contrario, se entenderá que estos han sido exculpados. De no hacerlo inmediata-
mente, ello equivaldría a despido sin justa causa.111
Ahora bien, valga aclarar que la inmediatez no significa simultaneidad, pues, 
conforme a lo ya expuesto, necesariamente debe existir un periodo de tiempo en 
el cual los hechos constitutivos de la falta deben ser investigados para comprobar 
su veracidad y, en tal medida, llevar a cabo el procedimiento para dar al trabaja-
dor la oportunidad de defenderse de los cargos que se le formulan.112
107 Ibid. 
108 En el numeral 6 del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo, queda estipulado: cualquier violación grave 
de las obligaciones o prohibiciones especiales que incumben al trabajador de acuerdo con los artículos 58 y 60 
del Código Sustantivo del Trabajo, o cualquier falta grave calificada como tal en pactos o convenciones colectivas, 
fallos arbitrales, contratos individuales o reglamentos.
109 Corte Constitucional, Sentencia T-546 de 2000, Magistrado Ponente: Vladimiro Naranjo Mesa.
110 Ibid. 
111 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sentencia de julio 30 de 1976.
112 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación. Laboral, Sentencia de julio 30 de 1976 y Corte Constitucional, 
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Al respecto, si bien la ley no establece un tiempo exacto y determinado como 
plazo para dar por terminado el contrato de trabajo, después de ocurridos los 
hechos que motivaron la decisión o de tener conocimiento de los mismos, la ju-
risprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia per-
mite formar ideas sobre lo que el ordenamiento jurídico considera como límites 
de la inmediatez en la materia que ocupa a este texto. Por una parte, en Sentencia 
proferida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, con fecha del 11 
de abril de 1975, expresa: “Suponiendo en todo caso, que el trabajador hubiera 
infringido la causal tercera del artículo 7°, aparte A) del Decreto 2351 de 1965, 
anota la sala que fue invocada, no en forma inmediata, sino 3 meses después de 
ocurridos los hechos, no existiendo una relación de causalidad inmediata”.
Así mismo, en Sentencia de julio 30 de 1976, Magistrado Ponente: Juan 
Manuel Gutiérrez Lacouture, dice:
La sanción debe ser consecuencia inmediata de la falta cometida, o, por lo menos, 
impuesta con tanta oportunidad que no quede la menor duda de que se está sancio-
nando la falta que se imputa y no otra. Esta relación de causa y efecto debe existir 
no solamente cuando se trata de la causal que se examina, sino respecto de todas las 
contempladas en el artículo 7° como justificativas del despido, y, en general siempre 
que se imponga al trabajador cualquier tipo de sanción. 
Por otro lado, se debe destacar que la jurisprudencia constitucional ha seña-
lado procedimientos y elementos particulares para el alegato de algunas de las 
causales contempladas en el artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo113, 
como son las que corresponden a los numerales 5 y 9 del literal a.
113 El literal a del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo señala como justas causas para dar por terminado 
el contrato de trabajo, por parte del empleador, las siguientes:
1. El haber sufrido engaño por parte del trabajador, mediante la presentación de certificados falsos para su 
admisión o tendientes a obtener un provecho indebido.
2. Todo acto de violencia, injuria, malos tratamientos o grave indisciplina en que incurra el trabajador en 
sus labores, contra el {empleador}, los miembros de su familia, el personal directivo o los compañeros 
de trabajo.
3. Todo acto grave de violencia, injuria o malos tratamientos en que incurra el trabajador fuera del servicio, 
en contra del {empleador}, de los miembros de su familia o de sus representantes y socios, jefes de 
taller, vigilantes o celadores.
4. Todo daño material causado intencionalmente a los edificios, obras, maquinarias y materias primas, ins-
trumentos y demás objetos relacionados con el trabajo, y toda grave negligencia que ponga en peligro 
la seguridad de las personas o de las cosas.
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El primer caso corresponde a la causal que faculta al empleador a terminar 
de manera unilateral el contrato de trabajo con justa causa por “todo acto inmoral 
o delictuoso que el trabajador cometa en el taller, establecimiento o lugar de tra-
bajo o en el desempeño de sus labores”114. Al respecto, la Corte Constitucional, 
mediante Sentencia C-931 del 3 de diciembre de 2014, señaló que para alegar 
esta causal 
deben aplicarse criterios como los señalados en la jurisprudencia sobre la aplicación 
de conceptos indeterminados, en el sentido de que: (i) dicho concepto debe entender-
se como moral social y debe producir una desaprobación objetiva de acuerdo con los 
parámetros axiológicos aceptados por la sociedad, lo que excluye un reproche subje-
tivo crítico o intolerante; y (ii) la realización del acto considerado inmoral debe darse 
5. Todo acto inmoral o delictuoso que el trabajador cometa en el taller, establecimiento o lugar de trabajo 
o en el desempeño de sus labores.
6. Cualquier violación grave de las obligaciones o prohibiciones especiales que incumben al trabajador de 
acuerdo con los artículos 58 y 60 del Código Sustantivo del Trabajo, o cualquier falta grave calificada 
como tal en pactos o convenciones colectivas, fallos arbitrales, contratos individuales o reglamentos.
7. La detención preventiva del trabajador por más de treinta (30) días, a menos que posteriormente sea 
absuelto; o el arresto correccional que exceda de ocho (8) días, o aun por tiempo menor, cuando la 
causa de la sanción sea suficiente por sí misma para justificar la extinción del contrato.
8. El que el trabajador revele los secretos técnicos o comerciales o dé a conocer asuntos de carácter 
reservado, con perjuicio de la empresa.
9. El deficiente rendimiento en el trabajo en relación con la capacidad del trabajador y con el rendimiento 
promedio en labores análogas, cuando no se corrija en un plazo razonable a pesar del requerimiento 
del empleador.
10. La sistemática inejecución, sin razones válidas, por parte del trabajador, de las obligaciones convencio-
nales o legales.
11. Todo vicio del trabajador que perturbe la disciplina del establecimiento.
12. La renuencia sistemática del trabajador a aceptar las medidas preventivas, profilácticas o curativas, 
prescritas por el médico del {empleador} o por las autoridades para evitar enfermedades o accidentes.
13. La ineptitud del trabajador para realizar la labor encomendada.
14. El reconocimiento al trabajador de la pensión de la jubilación o invalidez estando al servicio de la 
empresa.
15. La enfermedad contagiosa o crónica del trabajador, que no tenga carácter de profesional, así como cual-
quiera otra enfermedad o lesión que lo incapacite para el trabajo, cuya curación no haya sido posible 
durante ciento ochenta (180) días. El despido por esta causa no podrá efectuarse sino al vencimiento de 
dicho lapso y no exime al {empleador} de las prestaciones e indemnizaciones legales y convencionales 
derivadas de la enfermedad.
En los casos de los numerales 9 a 15 de este artículo, para la terminación del contrato, el {empleador} 
deberá dar aviso al trabajador con anticipación no menor de quince (15) días.
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en el lugar de trabajo o en ejecución de las labores, y afectar el normal desarrollo de 
las funciones de la empresa. Es decir, dicho acto debe trascender la esfera privada y 
del interés particular a un ámbito laboral, por afectar derechos de terceros, y la con-
vivencia digna y respetuosa que debe guiar las relaciones de trabajo, de conformidad 
con lo dispuesto en la Constitución y la ley.
A su vez, el segundo caso corresponde a la causal 9, la cual reza: “El defi-
ciente rendimiento en el trabajo en relación con la capacidad del trabajador y con 
el rendimiento promedio en labores análogas, cuando no se corrija en un plazo 
razonable a pesar del requerimiento del empleador”115. Frente a este, la Corte 
Constitucional ha señalado que, para su aplicación, el empleador deberá ceñirse 
al siguiente procedimiento:
Requerirá al trabajador 2 veces, cuando menos, por escrito, mediando entre uno y 
otro requerimiento un lapso no inferior a 8 días.
Si hechos los anteriores requerimientos el patrono considera que aún subsiste el defi-
ciente rendimiento laboral del trabajador, presentará a éste un cuadro comparativo de 
rendimiento promedio en actividades análogas, a efectos de que el trabajador pueda 
presentar sus descargos por escrito dentro de los 8 días siguientes, y
Si el patrono no quedare conforme con las justificaciones del trabajador, así se lo hará 
saber por escrito dentro de los 8 días siguientes.116
Finalmente, frente al procedimiento para terminar contratos de trabajo, con 
justa causa, de manera unilateral por parte del empleador, debe hacerse una espe-
cial mención de la estabilidad laboral reforzada.
De conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el concepto 
de estabilidad laboral reforzada se ha aplicado en situaciones que involucran de-
rechos de mujeres embarazadas, de trabajadores aforados, de personas limitadas 
físicamente y de otras personas en estado de debilidad manifiesta.
A partir de los principios consagrados en el artículo 53 de la Constitución, la 
estabilidad en el empleo respecto a las mujeres en estado de embarazo o durante 
115 Ibid., numeral 9.
116 Corte Constitucional, Sentencia T-013 de 1999, Magistrado Ponente: Alfredo Beltrán Sierra.
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la lactancia117, conlleva al denominado fuero de maternidad y, como consecuencia 
de él, a una estabilidad reforzada que le permite a la trabajadora permanecer en 
el empleo y obtener los correspondientes beneficios salariales y prestacionales, 
incluso en contra de la propia voluntad de su empleador. Esto último en caso de 
ser despedida y de no existir una causa que justifique dicha acción, la cual, de nin-
guna manera, puede ser consecuencia de su estado de embarazo o de lactancia.118
Se derivan varias reglas de la doctrina de la Corte Constitucional, contenida 
en numerosas sentencias de tutela, entre otras en la Sentencia T-906 de 2007, la 
Sentencia T-095 de 2008, la Sentencia T-1069 de 2008, la Sentencia T-635 de 
2009, la Sentencia T-649 de 2009 y la Sentencia T-004 de 2010. 
Se consagra así una garantía a favor de todas las trabajadoras, sin importar la 
modalidad de contrato de trabajo, resultando irrelevante distinguir si es a término 
indefinido, fijo o por obra119 e incluso de aprendizaje.120
De conformidad con el artículo 240 del Código Sustantivo del Trabajo, para 
dar por terminado el contrato es necesario contar con la autorización del Inspector 
de Trabajo y, en los lugares en donde no existiere aquel funcionario, del Alcalde 
Municipal. El despido de una mujer que se halla en esta condición debe obede-
cer a una causal objetiva o a una causa justa debidamente comprobada, además 
de que requiere de la autorización de la autoridad administrativa competente. 
117 El artículo 2° de la Ley 1468 de 2011, que modifica el artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo, establece 
que:
1. Ninguna trabajadora puede ser despedida por motivo de embarazo o lactancia.
2. Se presume que el despido se ha efectuado por motivo de embarazo o lactancia, cuando ha tenido lugar 
dentro del periodo del embarazo dentro de los tres meses posteriores al parto y sin autorización.
3. Las trabajadoras despedidas en estado de embarazo o lactancia, tienen derecho al pago de una indem-
nización equivalente a los salarios de sesenta días (60) días, fuera de las indemnizaciones y prestacio-
nes a que hubiere lugar de acuerdo con el contrato de trabajo.
4. En el caso de la mujer trabajadora además, tendrá derecho al pago de las catorce (14) semanas de 
descanso remunerado a que hace referencia la presente ley, si no ha disfrutado de su licencia por ma-
ternidad; en caso de parto múltiple tendrá el derecho al pago de dos (2) semanas adicionales y, en caso 
de que el hijo sea prematuro, al pago de la diferencia de tiempo entre la fecha del alumbramiento y el 
nacimiento a término”.
5. No produce efecto alguno el despido que se realice durante los periodos de descanso remunerado por 
lactancia y por licencia o enfermedad derivada del parto.
118 Corte Constitucional, Sentencia T-1202 de 2005, Magistrado Ponente: Vladimiro Naranjo Mesa.
119 Corte Constitucional, Sentencia T-649 de 2009, Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.
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El desconocimiento de los requisitos aludidos hace que el despido sea ineficaz y 
proceda el reintegro.
Por su parte, la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia 17193 del 10 de julio 
de 2002, aclaró que durante la lactancia (periodo posterior a la licencia de mater-
nidad), si bien existe igualmente la prohibición de despedir a la trabajadora por 
esta razón, no se contempla la presunción estipulada para el despido durante el 
embarazo y la licencia de maternidad. Por este motivo le corresponde a la traba-
jadora demostrar que el despido se produjo en razón de la lactancia y sin ninguna 
justa causa.
Ahora bien, en lo relacionado con la estabilidad reforzada de personas limi-
tadas físicamente o en situación de debilidad manifiesta, el artículo 26 de la Ley 
361 de 1997 señala que la desvinculación laboral de personas con limitaciones 
físicas, psíquicas o sensoriales requiere de autorización previa, aunque medie 
para el efecto una justa causa de terminación del contrato.
En estos casos, de acuerdo con la Sentencia T-1084 de 2002, al empleador le 
corresponde asumir la carga de sustentar en qué consiste el factor objetivo que 
le permite desvirtuar la presunción de discriminación, a fin de impedir la conse-
cuente ineficacia de la terminación contractual.
La Corte Constitucional ha establecido que el sujeto de quien se predica la 
estabilidad laboral reforzada no es solamente el discapacitado, identificado como 
tal, de conformidad con lo establecido en la Ley 361 de 1997, o la persona repu-
tada como inválida por una Junta de Calificación. También encuadra dentro de 
dicho concepto, y se ubica bajo la protección de una estabilidad laboral reforzada, 
el trabajador que en desarrollo de la prestación de sus servicios ve menguados 
tanto su estado de salud como su capacidad de trabajo, de forma tal que deba ser 
considerado como una persona puesta en condiciones de debilidad manifiesta.
En ese orden de ideas, suponen especial reflexión los casos de aquellos tra-
bajadores que aunque no necesariamente se encuentren incapacitados, o con una 
pérdida de capacidad dictaminada, presenten quebrantos de salud, puesto que en 
varios casos los jueces, a través de fallos de tutela, han declarado la ineficacia de 
la terminación de los contratos y ordenado el reintegro, aduciendo un deber de 
solidaridad del empleador que se ve obligado a brindar especial protección a su 
empleado, en virtud de la condición que presenta.
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A partir de todo lo expuesto se pueden resolver positivamente los problemas ju-
rídicos planteados en la introducción de este texto, afirmando que, por una parte, 
las garantías que consagra el artículo 29 de la Constitución Política de Colombia, 
en relación con el debido proceso, se aplican para el procedimiento disciplinario 
laboral. Por otra, que en efecto existen diferencias en el procedimiento dirigido a 
terminar un contrato de trabajo por justa causa, de aquel encaminado a imponer 
una sanción disciplinaria.
La terminación de un contrato de trabajo por justa causa y la posibilidad de 
imponer sanciones disciplinarias, por parte del empleador al trabajador, obede-
cen a propósitos diferentes, pues mientras la primera es una potestad que las dos 
partes tienen para finalizar el vínculo que las une, las facultades disciplinarias 
corresponden únicamente al empleador, en virtud de su poder de subordinación, 
teniendo como finalidad corregir ciertas conductas del trabajador.
Es necesario que en el Reglamento Interno de Trabajo estén previamente de-
finidas las etapas procesales, pues, de lo contrario, la imposición de sanciones 
queda sujeta a la voluntad y arbitrio de quienes tienen la función de solucionar 
los conflictos de los implicados.
El alcance del derecho a la defensa incluye la obligación de manifestarle al 
trabajador los motivos concretos y específicos por los cuales el empleador está 
dando por terminado, con justa causa, su contrato de trabajo, así como la obliga-
ción de darle la oportunidad de defenderse de las imputaciones que se hacen en 
su contra, antes del despido.
En todo caso, para que el principio de legalidad cobre plena vigencia, es 
necesario que la falta disciplinaria se tipifique en la norma reglamentaria con 
anterioridad a los hechos que son materia de la investigación.
A su vez, la calificación provisional de las conductas, de acuerdo con el ca-
tálogo de las faltas, debe ser motivada y puesta en conocimiento del trabajador 
para que este pueda controvertirla y así conocer todos aquellos elementos que el 
juzgador tiene en mente para considerar que su conducta infringe una norma, lo 
cual le acarreará una determinada sanción.
No basta con que el empleador alegue alguna de las causales enunciadas 
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provocaron, dando al trabajador la oportunidad de enterarse y controvertir los 
motivos y las pruebas que originaron la imposición de la sanción o la terminación 
de la relación laboral.
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